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TRIBUNAL CONSTITUCIONA

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima. 22 de octubrc de 2018

upuestos, que igualmente están contenidos en el articulo 1l del Reglamenlo
ormativo del Tribunal Co¡Étitucional

de lundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
cuestió¡ de Derecho contenida en el recurso no sea de cspecial

ccndencia co¡rstitLrcional
I-a cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constilucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

EXP. N.. 03391-20 t7-PC/TC
SULLANA
LEDWIN LEONCIO FRANCO PALACIOS
Y OTROS

^SUNTO
Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Ledwiu Leoncio I'rar,co

Palacios y otros contra la resolución de fojas 241. de lecha 25 de julio de 2016,
cxpcdida por la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Sullana que declaró
improcedente la demanda de autos.

FUNDAMENTOS

En la sentencia emitida en el Expediente 00987-201.1-PA/'I'C, publicada en el drarro
ofrcial l)l l'erudno cl 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el

lündamento.l9, con carácter de precedente, qr¡e se expedirá sentencia interlocutoria
dcncgatoria, dictada sin más tdmite, cuando se presente alguno de los siguientes

d)

2. En los fundame¡tos 14 a 16 de la sentencia emitida en el Expediente 00168-2005-
PC/TC, publicada el 3 de octubre de 2005 en el portal web institucional, el l¡ibunal
ha señalado, col1 carácter de precedente, que para que en un proceso de

cumplimiento {ue. cor¡o se sabe: carece de estación probatoria- se pueda expedir
una sentencia estimatoria, es preciso que, además, de la renuencia del funcionclio o
autoridad pública, el mandato previsto cn la ley o en uD acto administmti\o reun¡
los siguientes requisitos: a) ser un mandato vigente; b) ser un mandato cicrto y
olaro, es decir. debe inferirse indubitableDente d,3 la norma legal: c) no estar sujeto
a conlroversia compleja ni a interpretaciones dispares; d) ser de ineludible y
obligatorio cumplimiento y e) ser incondicional. Excepcionalmentc, podrá tratarse
dc un mandato condicional, siempre y cuando su satisfacción no sea compleja y no
rcquicra de actuación probatoria. AdicionalmeÍte, para el caso del cumplimiento dc
los actos administrativos, además dc los requisitos mínimos comulles metlcionados,
en tales actos se deberá: 0 reconocer un derecho incuestionable del reclamante !
4 r ¡crmitir individualiz.rr al bencfi ciano.
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3. En el presente caso, los demandantes pretenden que la Municipalidad Provi¡cial dc

Tdara cumpla con Ia Resolución de Alcaldía 998- 12-2014-MPT, de fecha 30 de

diciembre de 2014. Allí se ordenó que los demandantes, a pafir del 1 de e¡ero de

2015, pasen de su condición de personal CAS y de locación de servicios a ser

trabajado¡cs indeterminados sujetos al régime¡ del Dec¡eto Legislativo 276. t,os
recuÍentes aducen que la citada resolución admi¡istrativa se encuentra consentida,
por lo que debe ser acatada por la autoridad edil.

4. De lo expuesto, se advie e que dicl]a pretensión no puede ser atendida en esta sede

conslitucional, dado que el mandato cuyo cumplimiento se pretende está sujeto a

controversia compleja; en ese entendido, debe tenese presentc que, el acceso a un
pueslo de trabajo e¡ el Estado sujeto al régimen laboral establecido po¡ el Decreto
Legislatjvo 276, se encuentra supedilado a u¡a serie de condiciones y requisitos dc
orden legal, po¡ lo que, siendo así, se adviefc que, la petición de los recurrentes
deberá ser analizada de fonna individual en la viá pertinente, observando cada una
dc las p¡nicularidades de cada ca.u.

5. En consecuencia, y de lo expuesto en los fu¡damentos 2 a 4 supra, se veriñca que

el presente recurso de agravio ha incur¡ido en la causal de rechazo prevista en el
acápite c) del lundamento 49 de la sentencia recaída en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso c) del articulo 11 del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más lrámite, improcedellte
el recurso de agrd\io consriluciondl.

Por estos fundamertos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
conñere la Constitución Política del Perú, y la participació¡ del magistrado F.spinos¡-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la disco¡dia suscitada por el voto singular del
magistrádo Ferrero Costa.

RESUELVE

Dcclarar IMPROCEI)ENTE el recurso de io constitucional

Publíquese y notifiquese

SS

ItxP N'01391-20r7-PC1rC
SUI-I,A\A
LEDWIN L[ON( lO TRANCO PALi\CIOS
Y Ol ROS

p 4ESPINOSA-SALDANA BARRE /,/-a
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosame¡te
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGA'IORIA, por los ñrndamentos que a
continuación expongo:

EL TRTBUNAL CoNsTIt ucroNAL coMo coRTE DE REvrsróN o FALLo y No DÍt
CASACIÓN

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Conslitucionales coDro
instancia de casación y la Constitución de 1993 convitió al Tribunal Constitucional
en instáncia de falio. La Constitución del 79, por primera vez en Íuestra histo¡ia
constitucioÍal, dispuso la creación de un órgano ad ¿oc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de ga¡antizar la suptemacia conslitucional y la vigencia plena
de los derechos l'undamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el lribunal de Garantias
CoNtitucionales era un órgano de control de la Constitución, qüe tenía jurisdicción
en lodo ei territorio nacional para conocer, en úa de casacíón, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho'ftibunal no
constituía una instancia habilitada para fallar en forma definitiva sobrc la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos ¡econocidos en la Constitución.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Lcy Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus articulos 42 aI46, que
dicho órgano, al encont¡ar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma enada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la dcficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
Repúbiica (recnvío) para que emita ruevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
menciolados,

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue seriamente
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, afiparc, habeas datla
y acción de cumplimiento. En segundo lugár, se crea al T¡ibunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
caliñca erróreamente como "órgano de control de la Constitución,,. No obstante, eD
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materia de p¡ocesos constitucionales de la liberlad, la Constitr¡ció[ establece que el
'l'ribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que Ia Constitución Politica del Peru, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresporde al 'l'ribunal Constitucional "conocet, en últi tct y
definitita inslancia, las resoluciones denegatorias dictadas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas data y acción de cumplimiento". Esta disposición
constitücional, desde una posición de franca tutela de los derechos l'undamentales,
exige que el Tribünal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en r¡n derecho fundamental. Una lectua diversa
contrave¡1dría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo l), y "la observancia del debido proceso y tutela
jurisdicc¡oltal- Ninguna persona puede set desviada de la jurisdicción
predeterm¡nada pot la ley, ní sometida a plocedih¡ento distinfo de los prev¡amente
esfablecidos, ni jüzgada por órganos jurisdiccion¿tles de excepción ni por
comis¡ones especiales creadas al efecto cualq ieru sea su denominación",
consagrada en el artícnlo 139, inciso 3.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretizacióÍ de su derecho
irenunciable a la defensa; además, un Tribünal Constitucional constituye el más
cfectivo medio de defensa dc los derechos fu¡damentales frente a los poderes
públicos y privados, 1o cual evidencia el triunfo de la justicia ñente a la
a¡bitrariedad.

8. La administración de justicia co¡stitucional de la libertad que brinda el T¡ibunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa, como coresponde, del derecho de
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6. Como se advieate, a dilerencia de lo que acontece eü otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiorur¡
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Pe¡ú el Poder Comtituyente optó por
un órgano süpremo de i¡terpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la iibc¡tad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su de¡echo en sede del Pode¡ Judicial. En otas palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debc abrir la via coúespondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la ape¡tura de esta vía solo se produce si se pemite al
peticionante colaborar con los jueces cotstitucio¡ales mediante ur pormenorizado
análrsis de Io que se prctende. de lo que se inroca.

EL DERECHo A slR oiDo coiuo MANrr'f,srAcróN DE LA DEMocRATTZACIóN DL Los
PROCESoS CoNSTITUCIoNALES Df, LA LIBERTAD
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delénsa inhere¡te a toda peÉona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

dcrermincn sus derecho.. intereses ) obligacione..

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin rcaliza¡se audiencia de vista está relacionado con la defo¡sa, ia cual, sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
o¡al, los argunentos peñinentes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitl¡cional.

10. Sobre la intervención de las partes, coresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administra¡ justicia constituye una manifestació¡ del poder que el
Eslado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los derechos inhe¡entes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intercses,
que se concede en la audicncia de vista, también constituye un elemento que
democ¡atiza el proceso. I)e lo conttario, se decidiria sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo coüespondiente a su favor, 1o que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el T bunal Constitt¡cioDal tiene el deber
ineh.¡dible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el l"ribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
cxpresar de modo sr¡ficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve,

12. En ese sentido, la Co e Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a tratar al ihdit'iduo en todo momen¡o coho
un wrdadero sujeto del proceso, en el más amplio sehtido de es¡e concepto, y no
simpleñefite como objeto del mismo"', y que "para quc exista debido proceso legal
es precíso que un justiciable pueda hacer valer sus derechos y defender sus
inlereses en-.forma efectit,a y en condiciones de igualdad procesal con otros
justiciables'2-

I Corte IDH. Caso Baneto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009-
p¿íúafo 29.
2 Corte IDI-I. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejünio de 2002, prírrafo 146.

tq
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NATURALEZA PRoCESAL DEL RECURSo DE AcRAVIo CoNSTITUCIoNAL

11. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sr.rs

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete sup¡emo, pero no su refbrmador, toda
vez que como órgáno constituido también está sometido a la Constitución.

1,1. Cuando se aplica a un proccso constitucioüal de la libertad la denominada
"scntcncia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia juridica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recaliñcar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Ai Tribunal lo que le conesponde es conocer del
RAC y pronunciarse sob¡e el fondo. Po¡ ende, no le ha sido dada la competencia de
¡cchazar dicho recurso, sino por el contrado de "conocer" lo que la parte alega
como un agravio que le causa indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia i¡terlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y ampJias cuyo co¡1tenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclárado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no deñnirlo, ni justificarlo.
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbit¡ario, toda vez que se podría
afectar, entre otros, el derecho I'¡¡ndamcntal de defensa. en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrian que adivinar qué resolverá el Tribulal Constitucional antes de prcsentar su
respectiva demaflda.

17. Por lo demás, m fatis tuutandis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987 -2014-P A/TC repite 1o señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Siínchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reatimación de la natulaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía p¡evia,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, e1c.).

18. Sin ernbargo, el hecho de que los procesos constituqiorales de la libe¡tad sean de
üna natr¡ralezá p¡ocesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recu¡so de agravio
constitucional.

ul
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a thvor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando rro encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agolada la via constitucional, al justiciable
solo le queda cl camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Como ailrmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del de¡echo de uno es, al mismo
tiempo, u1a defensa total de la Constitución, pues si toda gatantia constitucional
entraña el acceso a la prestación lurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
cnvilecida sin 1a protección j udicial auténtica".
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